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1. I NTKOD~C‘C~ON 

En la Espafia de nuestros días, la Jurisdicción militar se gobierna 
por el Código de Justicia Militar de 17 de julio de 1935 (1). el cual 
-como es bien sabidw consta de tres partes o «tratados». que se ocu- 
pan respectivamente de la «organización y atribuciones de los tribuna- 
les militares». de las «leyes penales» y de los «procedimientos milita- 
res». Si utilizamos como referencia la Jurisdicción ordinaria. el primero 
de aquellos «tratados» se correspondería con la «Ley Orgánica del Po- 
der Judicial» (2). el segundo con el Código Penal y el tercero con la Le) 
de Enjuiciamiento Criminal. 

Pues bien: asi las cosas. se promulga la Constitución Espaìlola de 
1978. que necesariamente ha de introducir importantes cambios en esta 
situación legislativa. De una parte. la Constitución ciene a reconocer 
expresamente, en su artículo I 17-5 último inciso. la existencia de la Ju- 
risdicción militar. declarando que la ley regulará su ejercicio «en cl ám- 
bito estrictamente castrense y en los supuestos de estado de sitio» (3): 



por otro lado. esa misma norma impone la adecuación de la Jurisdic- 
ción militar a los «principios de la Constitución». entre IOS que destaca 
cl de «unidad jurisdiccional» consagrado en el primer inciso del propio 
articulo I 17-5 (4). 

La entrada en vigor de la Constitución generó prontamente una Se- 
rie de disposiciones. en las que se contempla la reestructuración de la 
Jurisdicción castrense. La primera de ellas es la ley orgánica 6il980 de 
I de julio. sobre criterios básicos de la defensa nacional y de la organi- 
zación militar (5). cuyo artículo 40 que es el que trata «de la jurisdic- 
ción militan+ marca unas pautas de reforma que pueden sintetizarse 
así: a) el ejercicio de la Jurisdicción militar -en el ámbito estrictamen- 
te castrense y en los supuestos de estado de sitie se acomodará a «IOS 

principios de especialidad jurisdiccional». salvaguardando debidamente 
la unidad del poder judicial del Estado; b) la justicia militar se adminis- 
trara en nombre del Rey y «de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
123 de la Constitución» (6): y c) se regularán los recursos de apelación, 
casación y revisión contra los fallos de los jueces y tribunales militares. 

Seguidamente se publica la ley orgánica 9/1980 de 6 de noviembre. 
sobre reforma del Ctiigo de Justicia Militar. Para lo que es objeto de 
las presentes lineas. interesa destacar de dicha ley orgánica su disposi- 
ción final primera, que prevé la creación de una «comisión para el estu- 
dio y reforma de la justicia militan) con el siguiente cometido: «elabo- 
rar un proyecto articulado del Código o Códigos referentes a la justicia 
militar. antes de un año a partir de su constitución, en el que se reflejen 
debidamente los principios juridicos del orden constitucional nacional, 
la autonomía y especialidad de la jurisdicción militar equilibradamente 
ponderada con la unidad procesal y sustantiva del ordenamiento juridi- 
co Y el sistema del poder judicial, asi como el progreso comparado de 
10s de la orgánica judicial militar de los ejércitos extranjeros de más asi- 
dua relación». 

por cl «Sen ICIO dc Estudios dc Ia> Cortes Gcncralew: Madrid. IYXJ. Signilicaci8n distinta 
h+ que dar a la c\prcGn «tiempo de guerra». no detínida legalmente: \id.. sobre esta 
cucw8n. Higuera Guimeni («La prc\kon constitucional de la pena de muerte»: Barcelo- 
na. 1’4x0) ) Millán Garrido («rcccn\lon» de este trabajo: Reklsta General de Derecho: nú- 
nitro 474: Valrnïii~. I YX4). 

(1) Para autores COIIIO Godcd Muanda («Las rc,ponsabilidades del Estado por el Iùn- 
1’1ot1i11~11c’t11o dc h adnilnlslraclon dc Ju\tlcla»: cn «El poder judicial»: 1: Madrid. 1083: 
pal-. !11) 1 Sll‘ra Hera\ («La Juridlcclon en la C‘onbtltuclon de lY78»: en «El poder judi- 
clal». III: Madrid. 1983: pág. 2.722). la jurisdicción mihtar constituye una excepción al 
principio dc unidad junsd~cc~onal. 

(5) E\I;I Ic! l’uc modllicada por Ic! orgAnic;l I 1YX.i de 5 de entro. 
(6) Art. 113-l dc Ia Conwtuclon: «El Tribunal Supremo. con juri,d)cclón en toda ES- 

p;lli;l. c?i cl orp;ino,iuridiczlonal superior cn todo> los ordenes. wl\o lo dispuesto en matc- 
nii Jc gkr;mtia\ constitucionalc3>~. 
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La comisión se constituyó, efectivamente, por orden ministerial de 
17 dei mismo mes y año. para «elaborar un proyecto articulado de Có- 
digo o Códigos referentes a la justicia militan); y. optando por abando- 
nar la concepción unitaria del Código castrense -que integra tres orde- 
namientos (orgánico. sustantivo y procesal) en un solo cuerpo normati- 
vo- ha acometido la reforma legislativa de estos tres ordenamientos, 
con el propósito de convertir cada uno de ellos en un texto legal autó- 
nomo. Se ha comenzado por la parte relativa a las «leyes penales». dan- 
do cima a un «proyecto de ley orgánica de Código Penal Militan) (7). 
En cuanto a los otros dos «tratados» del actual Código de Justicia Mili- 
tar. el que se presenta como de más ardua reelaboración es el primero. 
atinente -como antes se dijo- a la «organización y atribuciones de los 
tribunales militares»: pues es esta materia la que verdaderamente com- 
porta establecer el necesario equilibrio entre los principios constitucio- 
nales (comenzando por el de «unidad jurisdiccional») y la autonomía y 
especialidad que se predican de la Jurisdicción castrense. 

Por otro lado. la regulación de la planta orgánica de la Jurisdicción 
militar ha de considerarse prioritaria con respecto a la ordenación pro- 
cesal: pues las normas de enjuiciamiento están supeditadas. en impor- 
tante medida. al modo en que se estructuren los órganos jurisdicciona- 
les. 

En trance de ensayar una nueva y distinta organización de la Juris- 
dicción castrense. debemos preguntarnos en primer lugar cuál es el pro- 
pósito que nos anima: si se trata dc una «reforma» o de una «ruptura». 
cn relación con la realidad legislativa actual. de la que necesariamcntc 
hemos de partir. 

A mi modo de ver, para alcanzar el objetivo perseguido -tener una 
Jurisdicción castrense plenamente constitucional- no es mcncstcr dar 
un salto en el vacío. sino que basta con introducir cn el régimen actual 
sobre «organización y atribuciones de los tribunales militares)) las mo- 
dificaciones oportunas. Es decir. no se trata de romper bruscamente con 
cl orden constituido ni dc desmantelar instituciones dc profundo arrai- 
go en cl ámbito dc la Jurisdicción castrense. sino de operar los cambios 
normativos que aquel objetivo demanda y sólo cn la medida cn que los 
demanda. 

Cicrtamcntc. la actividad rcl’ormadora habra de tropezar con arcas 
particularmcntc problematicas: sobre todo. si SC pretendiera mantener 
inalterados determinados csqucmas de dilicil. si no imposible. inserción 
cn el marco constitucional. Asi succdcra con cl Consejo Supremo dc 
Justicia Militar. cuya pcrmancncia cn la cúspide dc la Jurisdicción US- 
trcnsc pucdc estar cn desacuerdo con los articulos I 17-T s 123-l dc la 
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c on,titución. Y asi ocurrirá tambikn con los Capitanes Generalc> 
(cuyas decisiones en materia de justicia seguirán requiriendo -como en 
el prcsente- el concurso del Auditor). en la medida en que se considere 
que. por dcpendcr del poder ejecutivo. deben ser exonerados de funcio- 
nes jurisdiccionales. 

Sobre la base de cuanto queda expuesto. consigno seguidamente un 
bosquejo de «organización y atribuciones de los tribunales militares» de 
acuerdo con la Constitución y concretamente para supuestos de norma- 
lidad constitucional: bosquejo en el que me he limitado a vertir mis 
propias reflexiones sobre tan importante materia. 

No pretendo otra cosa que exponer una de las posibles formas en 
que podría organizarse la JurisdicciQn militar en nuestra patria después 
de la Constitución de 1978: lo que signilica que el lector se encuentra 
ante un trabajo. no sólo susceptible de errores. sino meramente progra- 
mático. necesitado de un ulterior desenvolvimiento y sometido en todo 
caso a cualesquiera opiniones más autorizadas. 

Creados por la ya citada ley orgánica 9/ 1980, el «estatuto» de estos 
Juzgados resulta básicamente de lo establecido en el artículo 12 y con- 
cordantcs de aquella ley en los articulos 46-4.52-9 y 136 y concordan- 
tcs del Código de Justicia Militar, modificados por la misma. La norma- 
tiva sc completa con lo prevenido en el decreto 4 10 l/ 1964 de 17 de di- 
ciembre y en los reales decretos 2 16: 1981 de 5 de febrero, 3 143/198 I 
dc 18 de dicicmbrc. 3833; 1982 de 22 de diciembre, 3 17811983 de 2 1 de 
dicicmbrc 4 170.; 1985 de 6 de febrero (8). 

En otro lugar. he tenido ocasión de referirme a estos Juzgados Toga- 
dos (9): 1. rcspccto de su competencia y atribuciones, nada tengo que‘ 
aìladir a lo cntonccs expuesto. 

Tocante a su nombramiento. hice constar en la oportunidad aludida 
que udc legc fercnda. la cuestion es verdaderamente ardua, y el criterio 
con que se resuelva será determinante para decidir la futura configura- 
cicin orgánica dc la Jurisdicción militan); y, puesto que ahora se trata 
rwccitimcnte de cstc tema. creo que es el momento de consignar mi 
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Propio criterio sobre el mismo. concretamente. sobre el modo cn C)t~c 
deberán ser designados estos órganos judiciales militares. 

La cuestión atañe directamente al carácter de «permanentes» que 
-según su propia denominación- han de ostentar los Juzgados Toga- 
dos: carácter que. en mi opinión. cs absolutamente decisivo en orden a 
SU constitucionalidad. La Constitución. en efecto. cs en este panicular 
categórica e incluso reiterativa: en su articulo 24-Z. bajo et epígrafe «de 

IOS derechos fundamentales y de las libertades públicas». declara que 
«todos tienen derecho al juez ordinario predeterminado por la ley)). y 
en SU articulo 1 17-3, bajo la rúbrica «del poder judicial». insiste cn que 
la potestad jurisdiccional «corresponde cxclusivamcnte a los juzgados y 
tribunales determinados por las leyes». Se pretende. en suma, ofrecer a 
todos los españoles -sin discriminaciones que la propia Constitución 
prohibe (lo)- garantías suficientes de que no serán sometidos a proce- 
so por jueces o tribunales arbitrariamente designados «ad hoc» por la 
autoridad gubernativa o administrativa. 

Es claro que la efectividad de esta garantías está cn relación con los 
métodosde provisión de vacantes. Cabe pensar, a este respecto, que la in- 
vocación -en el número 5 del arítculo 1 l7- dc «los principios de la 
Constitución», y la consagración -en el número I del mismo articu- 
lo- de los principios de «independencia» e «inamovilidad)) de jucccs > 
magistrados, han de llevar a la conclusión de que los titulares de los ór- 
ganos judiciales militares no deben ser nombrados por el Ministerio dc 
Defensa (por cuanto ello representaria su sometimiento al Gobierno o 
la Administración), sino por el Consejo General del Poder .ludicial (1 1). 

Sinceramente considero que. para mantener las nccsarias garantías. 
no hay por qué llegar a estos cutrcmos. Si SC fijan unas plantillas dercr- 
minadas y las plazas se cubren conforme a normas reglamentkias 
preestablecidas (que no contemplen potestades gubernativas o adminis- 
trativas discreccionales). la cuestión puede ser resuelta. en términos sa- 
tisfactorios, dentro de la órbita castrense; pues, sin duda alguna, SC cn- 
contrarian formulas validas para que -en bacc a los sistemas de provi- 
sión de vacantes propios de las Fuerzas Armadas- se salvaguardaran 
los principios constitucionales aplicables y, con Ellos. las garantk cxi- 
gibles. 

En todo caso, no debemos olvidar que el número 1 del articulo ll 7 
de la Constitución viene expresamente referido a los «jueces Y magistra- 
dos»; hay que entender que de la Jurisdicción ordinaria. Por esta razón. 
no debemos forzar la aplicación de los principios dc «independencia» c 

(10) Art. 14. 
(1 I ) Cfr. lq orgámca I I Y80 de 10 dc cncro 
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«inamovilidad» que de aquellos se predican, a los miembros dc los 
C‘uerpos Jurídicos (que quieren seguir ostentando su condición de mili- 
tares), sino que hay que tratar de compaginarlos con los de «especiali- 
dad» y «autonomia». que se atribuyen a la Jurisdicción castrense. 

Junto a los Juzgados Togados Militares Permanentes de Instrucción. 
deben subsistir también los «Instructores militares». con las mismas 
funciones «residuales» que actualmente vienen desempeñando. 

Estos tribunales se corresponderian con los actuales Consejos de 
Guerra Ordinarios. 

Los Consejos Militares Ordinarios -que habrían de tener caracter 
permanente- estarían constituidos por tres miembros: a) un Coronel 
Auditor o Teniente Coronel Auditor del Cuerpo Juridico Militar. como 
presidente; b) un Capitan Auditor o Comandante Auditor del mismo 
Cuerpo, con funciones dc volcal poncntc. y c) un Capitán del Ejército 
de Tierra, como vocal militar. 

Por lo que respecta a la designación de estos componentes. el vocal 
militar seria nombrado -wectius»: destinado- conforme a lo anterior- 
mente expuesto para los Jueces Togados; cl presidente y cl vocal po- 
nente lo scrían. por riguroso turno. de entre los destinados en las Audi- 
torias Los destinos del personal de las Auditorías, idóneo para ocupar 
puestos en Consejos Militares Ordinarios, SC sujctarian al sistema pres- 
crito para los Jueces Togados. 

Debeti existir al menos un Consejo Militar Ordinario en cada Re- 
gión Militar (13); caso dc ser uno, tcndria su sede en la cabecera dc la. 
Región y jurisdicción en todo su ámbito geográfico; siendo mas de uno, 
radicarían en plazas distintas y se rcpaflirian el territorio jurisdiccional. 

La competencia funcional y objetiva de estos tribunales militares se- 
ria -+nutatis mutandiw- la misma que corresponde en eI presente a 
los Consejos de Guerra Ordinarios. 



3. El Consqjo Superior de Justicia Militar 

A) Composición 

Se trataría de un órgano judicial intermedio entre los actuales Con- 
sejos de Guerra de Oficiales Generales y la Sala de Justicia del Consejo 
Supremo de Justicia Militar. 

De carácter permanente, estaría integrado por cinco miembros, a sa- 
ber: a) tres Auditores, de categoría de Consejero o Ministro Togado o 
General Auditor, pertenecientes a los respectivos Cuerpos Jurídicos del 
Ejército, la Armada y el Aire; el más antiguo de los tres -con gradua- 
ción en todo caso de Consejero o Ministro Togado- desempeñaría las 
funciones de presidente; y b) dos Oficiales Generales (de División o de 
Brigada), uno de ellos del Ejército de Tierra y el otro, indistintamente, 
de la Armada o del Ejército del Aire. 

Todos los componentes del Consejo, incluidos los Auditores, serían 
designados por un sistema análogo al anteriormente propuesto al tratar 
de los Juzgados Togados, armonizándolo con las singularidades propias 
del Generalato. 

El Consejo Superior de Justicia Militar sería único para toda España 
y para los tres Ejércitos. Tendría su sede en Madrid y jurisdicción en 
todo el territorio nacional. 

B) Atribuciones 

De acuerdo con su naturaleza, este tribunal militar conocería de los 
siguientes asuntos judiciales: a) en primera instancia, de todos los pro- 
cesos por delito, de la competencia de la Jurisdicción militar, seguidos 
contra Oficiales de las Fuerzas Armadas, así particulares como genera- 
les, excepto los que ostenten el grado de Teniente General o Almirante; 
b) en segunda instancia y en materia penal, de los recursos de apelación 
-y de los «disentimientos», conforme a lo que luego se dirá- contra 
las sentencias dictadas por los Juzgados Togados Militares Permanentes 
de Instrucción. Es de señalar, a este respecto, que el recurso de apela- 
ción no está regulado en el ámbito de la Jurisdicción castrense, aunque 
sí previsto como antes se indicó; y, por lo que atañe a la Jurisdicción 
ordinaria, no se admite contra las setencias de las Audiencias Provin- 
ciales (14) y sólo en fechas relativamente recientes ha sido implantado’ 
contra las pronunciadas por los Juzgados de Instrucción (15). Por todo’ 
10 anterior, cabria establecer un recurso de apelación contra las senten- 

(14) Vid. arts. 2 16 y 847 de la ley de enjuiciamiento criminal. 
(15) Vid. las leyes 3/1967 de 8 de abril y 2011978 de 8 de mayo (que modificaron los 

artiCulos 14-3 y 792, entre otros, de la ley de enjuiciamiento criminal); cfr. también la le? 
o@nica lo/1980 de I I de noviembre (arts. 2 y I 1). 
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cias de los Juzgados Togados, atribuyendo su conocimiento y fallo - 
según queda dicho- al Consejo Superior de Justicia Militar; y c) en se- 
gunda instancia y en materia disciplinaria, del especial recurso conten- 
cioso-disciplinario militar, salvo cuando se trate de sanción de separa- 
ción del servicio impuesta por el Consejo de Ministros ( 16). 

4. La Sala de lo Mililar del Tribunal Supremo de Justicia 

A) Idea previa 

Como es sabido, la ley orgánica 911980 de 6 de noviembre instauró 
el recurso de casación en el ámbito de la Jurisdicción militar: a) contra 
las sentencias de los Consejos de Guerra ante el Consejo Supremo de 
Justicia Militar; y b) contra las sentencias de primera instancia del Con- 
sejo Supremo de Justicia Militar, ante la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo (17). 

En la organización judicial militar que, se propugna, el recurso de 
casación debe subsistir contra las sentencias dictadas por el Consejo 
Superior de Justicia Militar. Sus normas de tramitación no tienen por 
qué ser distintas de las establecidas para la casación común en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal ( 18). 

En cuanto al tribunal competente para resolver este recurso, habrá 
que optar entre el actual Consejo Supremo de Justicia Militar o una 
Sala de lo Militar, de nueva creación, en el Tribunal Supremo de Justi- 
cia. En favor de la primera alternativa juega ciertamente la honda rai- 
gambre y larga tradición del Consejo Supremo de Justicia Militar en 
nuestra patria (19). Pero es obligado reconocer que la otra fórmula, al 
incardinar la Jurisdicción castrense en el vértice de la jerarquía judicial, 
no sólo responde al principio de unidad jurisdiccional, sino que se 
muestra plenamente acorde con lo establecido en el artículo 123-l de la 
Constitución, al que expresamente se remite -como antes se expuso- 
el artículo 40-l de la ley orgánica 6/1980 de 1 de julio. 

Debe señalarse que, si bien esta solución legislativa comportaría la 
desaparición del Consejo Supremo de Justicia Militar como órgano ju- 

(16) Ch. articulo 53 y 79 del «proyecto de ley orgánica de régimen disciplinario de las 
Fuerzas Armadas»; Boletín Oficial del Congreso de los Diputados de 28 de enero de 1985. 

( 17) Articulos 13 y 14; vid. sentencias del Tribunal Constitucional de 14 de diciembre 
de 1982 y 19 de octubre de 1984. 

(18) Artículos 847 a 853; el artículo 849-2 ha sido objeto de nueva mIacción por ley 
611985 de 27 de marzo. 

(19) Vid. González-Deleito: «La evolución histdrica de la jurisdicción penal militar en 
Espafia»: Revista Espafiola de Derecho Militar: núm. 38; Madrid, 1979. 
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risdiccional autonomo. sin embargo sus más reprcscntativas funcionc~ 
judiciales, convenientemente reorganizadas. serían distribuidas -a tc- 
nor de lo precedentemente consignado- entre el Consejo Superior de 
Justicia Militar y la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo de Justi- 
cia (20). 

Puesto que el recurso de casación penal «se limita a las cuestiones 
juridicaw (2 I ). esta Sala de lo Militar se constituiría exclusivamente 
con miembros de los Cuerpos Jurídicos. en número de cinco y con cate- 
goria de Oficiales generales. que se distribuirían así: a) como vocales. 
dos del Cuerpo Jurídico Militar. uno del Cuerpo Juridico de la Armada 
Y otro del Cuerpo Jurídico del Aire: podrían ser. indistintamente. Con- 
sejeros o Ministros Togados o Generales Auditores: 1’ para su dcsigna- 
ción habría que estar a lo anteriormente dicho respecto a los \,ocalcs del 
Consejo Superior de Justicia Militar: y b) como presidente. un Teniente 
General Auditor. que sería promovido a dicho empleo y designado para 
la presidencia de la Sala. previa propuesta en tema (formulada por los 
Oficiales generales de los tres Cuerpos Jurídicos) y mediante un sistema 
rotatorio (en el que. de cada cuatro turnos. corresponderían dos alternos 
al Cuerpo Jurídico Militar). 

La competencia jurisdiccional de esta Sala la llevaría a conocer: a) 
en primera y única instancia. de los procesos por delito. de la compc- 
tencia de la Jurisdicción militar. seguidos contra Tenientes Generales o 
Almirantes@): b) en segunda instancia y cn materia penal, de los rc- 
cursos de casación -y de los «disentimientos» conforme a lo que des- 
pués se índicara- admitidos contra sentencias de los Consejos Mílitarcs 
Ordinarios. y también de los recursos de casación admitidos contra las 
sentencias de primera instancia del Consejo Superior de Justicia Mili- 
tar: c) en segunda instancia y en materia disciplinaria. del especial re- 

(20) En Italla. la ConctjtucGn de 1048 prcb~ti. en su sexta disposlclón Iransllorla. cl 
«riordinamiento del Tribunalc Supremo Mllitarw: \in embargo. cn virtud dc Ia lc! 
180, 1981. de 7 de m+o. dicho tribunal ha dcsaparccldo \ ws compctcncla\ w han :IW- 
nado a la «Corte di Casurione»: vid. \&re cl (cma. Vend~tt~ («II proccw pcnalc ml)ilarc 
secando la legc 7 maggio 198). núm. 180~: Milin. 198 1: pags. 77-84) > C’culro («EI nuc- 
VO temblante de la Justicia Militar cn Italla»: Relista Española de Derecho Slilltar: nun. 
40: Madrid, I Y82: pág. t 9). 

(II) (‘fr. Viada 1 Aragoneses: «Curso dc Derecho Prowal Penal»: 11: Madrid. 1‘)70: 
Pi!& 233. 

(22) Vid. articulo 101. párrdfo segundo. núm. 1. &l C‘<idgo de .lusl~c~¡a Milll;Ir. (‘Om(l 
divosicione~ análogas cabe citar los artículos 7 I-3 ) IE- I dc Ia C‘on\tltucitin. 
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curso contencioso-disciplinario militar. cuando se trate de sanción de 
separación del servicio impuesta por el Consejo de Ministros (23): d) del 
recurso extraordinario de revisión (24). a sustanciar por las normas de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal (25): y e) caso de subsistir. del «re- 
curso de queja» a que se retiere el número 6 del articulo 107 del Código 
de Justicia Militar (26). 

5. El Capitán General y el .4 1rditor 

En consonancia con el espíritu de la reforma. cabe señalar como 
atribuciones de la Autoridad militar regional con su Auditor - 
independientemente de las heterogéneas y crecientes funciones asesoras 
que al Auditor conciernen (27)-- las siguientes: 

Sobre esta cuestión, conviene hacer dos puntualizaciones: a) hay 
que pensar en atribuciones mucho más reducidas que las actuales (28); 
de tal modo que, aun siendo supervisores del funcionamiento de aque- 
llos órganos, no interfieran indebidamente en la independencia judicial: 
y b) estas faculta,des han de ser superiores a las del Ministerio Fiscal JU- 
ridico Militar; por tanto, no deben consistir en deducir pretensiones. 
ejercitar acciones o interponer recursos, sino que habrán de alcanzar a 
la adopción de determinadas decisiones. 

B) Aprobación de .sentencias .- 

Se limitara esta facultad a las sentencias dictadas por Juzgados TO- 

gados Militares Permanentes de Instrucción o Consejos Militares Ordi- 
narios. La «aprobación». empero, no producirá el efecto de hacer «Iir- 
me» la resolución sobre la que recae -como actualmente sucede- sino 
que solamente servirá para hacerla «definitiva» y susceptible de recurso 
judicial. De modo que lo que debe notificarse a las partes es la «senten- 
cia aprobada» o «sentencia definitiva». que se integra con la pronuncia- 
da por el juzgado o tribunal, el dictamen del Auditor y el decreto del 
Capitán General. redactado con intervención del Secretario de Justicia: 

(23) Vid. «supra»: nota (16). 
(24) Articulos 954 a 979 del Cbdigode Justicia Militar. 
(25) Articulos 954 a 961 de la ley de enjuiciamiento criminal. 
(26) Vid. la «Instrucción» de la Fiscalia Togada del Consejo Supremo & Jus(i& Mili- 

tar. de 9 de mayo de 1984. 
(27) Ck «La función asesora del Auditor en materia administrativa»: en «Primeras 

Jornadas de los Servicios Juridicos de las Fuerzas Armadas»: Madrid. 1984. 
(28) Articulos 52 y concordantes del Código de Justicia Militar. 
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Y los plazos para recurrir habrán de computarse a partir de esta notifi- 
cación. 

C) Disentimiento de sentencias .- 

El «disentimiento» -contra las mismas sentencias susceptibles de 
«aprobación» -solamente procederá en los supuestos en que, con arre- 
glo a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pueda interponerse recurso de 
casación. En tal hipótesis, la sentencia (del Juzgado Togado Militar Per- 
manente de Instrucción o del Consejo Militar Ordinario) y el «disenti- 
miento» (dictamen del Auditor y decreto del Capitán General) se notifr- 
carán a las partes, las que podrán formular por escrito las «alegaciones» 
que estimen pertinentes (en favor o en contra de la sentencia o del «di- 
sentimiento»), en los plazos de que dispondrían para interponer los re- 
cursos -de apelación o de casación- que fuesen admisibles, y en susti- 
tución de éstos. El «disentimiento» -y, en su caso, las «alegaciones» 
escritas- serían enjuiciados y resueltos por los mismos órganos juris- 
diccionales a los que hubiera correspondido conocer de los recursos, 
pero por trámites distintos y sin más intervención de las partes. 

6. Referencia al Fiscal Juridico Militar .- 

A) Estructura .- 

En el ámbito de la Jurisdicción castrense, el Fiscal Jurídico Militar 
está constituido-y así deberá seguir- por el Fiscal Togado y el Minis- 
terio Fiscal Jurídico Militar. 

La figura del Fiscal Togado tendrá que subsistir, manteniendo en lo 
pertinente el rango y las prerrogativas que actualmente le correspon- 
den. Estará radicado en la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo de 
Justicia; y dependerá orgánicamente del Fiscal General del Estado, a 
través de la Fiscalía del Tribunal Supremo (29). 

EI Ministerio Fiscal Jurídico Militar deben4 mantener su tradicional 
organización territorial, distribuyendo sus miembros entre la capital del 
Reino (en que tendria su sede, como anteriormente se indicó, el Conse- 
jo Superior de Justicia Militar) y las cabeceras de las Regiones Militares 
(donde se ubicarían los Consejos Militares Ordinarios y los Juzgados 
Togados Militares Permanentes de Instrucción). El Ministerio Fiscal 
Jurídico Militar, finalmente, continuara en dependencia orgánica res- 
pecto del Fiscal Togado. 

B) Funciones .- 
Las funciones del Fiscal Togado y del Ministerio Fiscal Jurídico Mi- 

(29) cfr. ley 501198 1 de 30 de diciembre y reales decretos 43711983 y 54511983. am- 
bos de 9 de febrero. 
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litar serían en esencia las mismas que tiene respectivamente atribuidas 
en la actualidad (30). 

111. CONCLUSIONES .- 

De cuanto queda consignado, y en orden a la reforma asi delineado 
de la «organización y atribuciones de los tribunales militares» en Espa- 
ña despues de la Constitución, pueden extraerse las siguientes conclu- 
siones: 

1. La Jurisdicción militar queda dotada de órganos judiciales per- 
manentes y, por tanto, «predeterminados» por la ley. Las formas de dc- 
signación de sus titulares respectivos -no discrecional ni menos aun 
arbitraria, sino preestablecida reglamentariamente- coordinan. en la 
medida de lo necesario y de lo posible, el principio de «independencia» 
del poder judicial con el de «especialidad» de la Jurisdicción castrense. 

2. Se introduce y regula el «recurso de apelación» previsto en el 
articulo 40-4 de la ley orgánica 6/1980 de I .O de julio. El recurso se li- 
mita -por analogia con lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal para la Jurisdicción ordinaria- a las sentencias dictadas por IOS 
Juzgados Togados Militares Permanentes de Instrucción. 

3. Subsisten las tres dependencias tradicionales en la organización 
regional de la Jurisdicción castrense: Auditoria, Secretaria de Justicia y 
Fiscalía Jurídico Militar. Y permanece asimismo la antigua y prestigio- 
sa figura del Auditor, compartiendo funciones -en el área de la admi- 
nistración de justicia- con el Capitán General. 

4. El Capitán General deja de ostentar la condición de «autoridad 
judicial», en el sentido de que las atribuciones que va a seguir teniendo 
en materia de justicia militar y en el territorio de su mando no implican 
ejercicio de jurisdicción. Concretamente, al «aproban> las sentencias no 
les confiere firmeza. 

5. El Tribunal Supremo se erige en cúpula de la Jurisdicción mili- 
tar; con lo que, de una parte. pasa a ser efectivamente (abstracción he- 
cha del Tribunal Constitucional) el órgano jurisdiccional superior en 
todos los órdenes, y. por otro lado, se realiza -sin menoscabo de la 
«autonomía» de la Jurisdicción castrense- el principio de «unidad ju- 
risdiccional». 

(30) En cuanto al Fiscal Togado. articulos 127 y concordantes del Código de Justicia 
Militar. arlicuh 25 y concordantes del reglamento de 30 de octubre de 1959 (modificado 
por orden de 15 de enero de 198 1) y articulo 12 de la ley orgánica 9/1980 de 6 de noviem- 
bre: tocante al Ministerio Fiscal Juridico Militar. artículos 147 y 491 y concordantes del 
Código de Justicia Militar. 
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